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Procedimiento: Ejecutivo 

Demandantes: Cooperativa Nacional de Ventas y Comercio Coonavenco 

Ltda en Liquidación 

Demandado: Ricardo Peláez Duque 

Radicado Único Nacional: 05001 31 03 017 2018 00286 01 

Procedencia: Juzgado Diecisiete Civil del Circuito de Oralidad de Medellín 

Decisión: Confirma sentencia apelada 

 

Medellín, once (11) de marzo de dos mil veintidós (2022) 

 

Cuestión: Se resuelve el recurso de apelación interpuesto por la parte 

demandada en contra de la sentencia anticipada proferida el 11 de octubre 

de 2021 (notificada por estados del día 12 siguiente), por el Juzgado Diecisiete 

Civil del Circuito de Oralidad de Medellín. 

 

Temas: prescripción de la acción cambiaria, llenado del título, pago de lo no 

debido. 

 

ANTECEDENTES 

 

Procedente del Juzgado Diecisiete Civil del Circuito de Oralidad de Medellín, 

por virtud de la apelación interpuesta por la parte demandada en contra de la 

sentencia anticipada proferida el 11 de octubre de 2021 (notificada por 

estados del día 12 siguiente), ha llegado a esta Corporación el proceso 

ejecutivo promovido por la Cooperativa Nacional de Ventas y Comercio 

Coonavenco Ltda en Liquidación (en adelante la Cooperativa) en contra del 
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apelante, en el cual la parte demandante pretendió en su momento que se 

librara mandamiento de pago en contra de del demandado de la siguiente 

manera: 

 

“1.1. Por valor de $150.981.850 por concepto de capital pendiente de 

recaudo. 

 

1.2. Por el valor de los intereses moratorios sobre la anterior suma de 

dinero, liquidados a la tasa máxima permitida por la ley, desde el día 02 

de abril de 2018 hasta la cancelación total.” (sic fl. 14 pdf 01) 

 

Todo lo antedicho, con fundamento en hechos que así se compendian: 

 

Que el demandado otorgó a favor de la Cooperativa demandante el pagaré 

número 24119, el cual incorpora una obligación $150.981.850 que debió ser 

cancelada el 1º de abril de 2018. 

  

Que el demandado no pagó el capital o los intereses de la mentada obligación, 

por lo que la demandante endosó el título valor para su cobro. 

 

RÉPLICA 

 

El Juzgado de origen libró mandamiento de pago en la forma que lo estimó 

procedente por auto fechado el 15 de julio de 2018 (fl 24 pdf 1). Por tanto, 

notificado el demandado, quien actúa en causa propia por ser abogado 

titulado, procedió a oponerse de la siguiente manera (fls. 68 y siguientes 

pdf 01). 

 

Comenzó proponiendo reposición en contra del auto que libró mandamiento 

de pago, lo cual fue resuelto de manera desfavorable mediante providencia 

del 17 de noviembre de 2020 (pdf. 04), y también se opuso a la demanda en 

varios escritos radicados en momentos diferentes, pero dentro del término de 

traslado, manifestando que es una persona de la tercera edad beneficiaria de 

una pensión y que la demandante no reconocía un pago de más de 

$48.000.000 realizado con descuentos de su mesada (fl. 108 pdf 01). 

 

Además, solicitó que se le otorgara el “principio prescriptivo que establece el 

artículo 789 del Código de Comercio”, en tanto que la acción cambiaria 
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prescribe en tres años contados a partir del vencimiento de la obligación. En 

ese mismo escrito, también, dijo tachar de falso el documento aportado con 

la demanda porque “se concibió en la ciudad de Medellín,  donde no tengo 

arraigo. Mi residencia es en la calle 25 C Nro 74 B 04, casa en la ciudad de 

Bogotá” (fl. 109 pdf. 01) 

 

SENTENCIA IMPUGNADA 

 

Trabada la relación procesal se dictó sentencia anticipada en la que se 

resolvió: 

 

“PRIMERO: DESESTIMAR las excepciones propuestas por el demandado 

RICARDO PELÁEZ DUQUE y en su lugar, SEGUIR ADELANTE LA 

EJECUCIÓN EN SU CONTRA, en la forma descrita en el mandamiento 

de pago de fecha 15 de junio/2018, y a favor de COOPERATIVA 

NACIONAL DE VENTAS Y COMERCIO COONAVENCO LTDA. EN 

LIQUIDACIÓN. 

 

TERCERO: Se decreta el avalúo y la venta en pública subasta de los 

bienes embargados o que se llegaren a embargar, y que se encuentren 

a nombre del demandado RICARDO PELAEZ DUQUE, para que con su 

producto de pague el crédito y las costas, previo secuestro y avaluó, de 

ser el caso 

 

CUARTO: Ejecutoriada ésta providencia, cualquiera de las partes podrá 

presentar la liquidación actualizada del crédito. Art. 446 CGP.” 

  

Para decidir de la manera como lo hizo, el a-quo partió realizando un recuento 

de la demanda y su oposición, dicho lo cual afirmó que se encontraban 

reunidos los presupuestos procesales. 

 

Seguidamente, realizó algunas consideraciones sobre el título ejecutivo para 

explicar que  

 

“(E)l proceso de ejecución destaca el artículo 422 del C.G.P., requiere 

de un título ejecutivo como presupuesto formal para legitimar el 

ejercicio de la acción. Dos condiciones se derivan del mentado artículo 

para predicar el carácter de título ejecutivo de cualquier documento 
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esgrimido como basilar de ejecución. Las primeras de tipo formal que 

se fundan en la existencia material del título, en este caso, un 

documento proveniente de la parte demandada. Y las segundas, de tipo 

material o sustancial, indicando la norma ibidem que el documento debe 

contener una “obligación clara, expresa y exigible”, a favor del 

ejecutante y a cargo del ejecutado.” 

 

Se refirió, además, a los requisitos generales y particulares que debe contener 

todo pagaré a la luz de los artículos 621 y 709 del Código de Comercio, a 

saber: “i) la mención del derecho que en él se incorpora, ii) la firma de quien 

lo crea, iii) la promesa incondicional de pagar una suma de dinero, iv) el 

nombre de la persona a quien debe hacerse el pago, V) la indicación de ser 

pagadero a la orden o al portador, y IV) la designación de la forma de 

vencimiento; todos los cuales, en esencia, corresponden a elementos 

materiales incorporables en su cuerpo.” 

 

Descendió entonces al caso concreto para resolver la oposición del 

demandado, que a su juicio se concretaba a lo que denominó “pago de lo no 

debido”, al respecto de lo cual el demandado aseguró haber cancelado más 

de $48.000.000 a favor de la parte demandante, pues “de manera alguna iba 

a suscribir un título valor en una cuantía de $150.981.850 y, mucho menos, 

para cancelarlo en una sola cuota”. Sin embargo, el Juez fue enfático en 

afirmar que al valorar la prueba documental se advertía lo siguiente: 

 

“el demandado acompaño sendos certificados de COLPENSIONES de los 

años 2012, 2013 y 2014, en los que constan descuentos con destino a 

la COOPERATIVA COONAVENCO, sin embargo, los mismo son 

anteriores al pagaré aquí ejecutado, el cual se suscribió el 4 de 

noviembre de 2014. Además, los descuentos a los que el demandado 

denomina abonos, son los pagos periódicos propios del crédito de 

libranza1 en razón de la deuda adquirida y la modalidad elegidos, sin 

que consten abonos extraordinarios, diferentes a los realizados por el 

demandado mensualmente, como descuentos directos de su pensión, 

al así pactarse, en virtud de la modalidad del crédito adquirido, como 

es la libranza.” 

 

A lo anterior, dijo el Juez, debía aunarse que en el pagaré objeto de recaudo 

se pactó la denominada cláusula aceleratoria y por esa razón la acreedora 
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estaba facultada para el cobro compulsivo, el cual tampoco podía cesar con 

ocasión de la excepción de prescripción en la medida que 

 

“basta con realizar un breve comparativo, para destacar, que los tres 

años previstos en el articulo 789 del C. de Cio, no transcurrieron, toda 

vez que, el día cierto pactado en el titulo valor (Art. 673 numeral 2°), 

como forma de vencimiento, según la literaliadad del mismo, fue el 1 

de abril de 2018, sin que se hicise (sic) uso de la clausula aceleratoria; 

término de fue interrumpido con la notificacion del mandamiento de 

pago el ejecutado, producido el 14 de enero de 2020 (Art. 94 del C. G. 

del P), sin que se alcanzara para entonces, el término de los tres (3) 

años previstos en la norma del estatuto mercantil” (sic sentencia 

escrita) 

 

IMPUGNACIÓN 

  

Inconforme con la decisión la parte demandada se alzó en su contra, alegando 

como reparos concretos los que pasan a individualizarse (por escrito dentro 

de los tres días siguientes a la notificación de la sentencia) 

 

PRIMERO: “sobre la falta de competencia del Juzgado de conocimiento. En 

la providencia objeto del recurso en el acápite de consideraciones, bajo el 

ordinal 1, presupuestos procesales, el Despacho, entre otros, consigna que es 

competente para conocer de la acción, en virtud de lo establecido en el 

numeral 1 del artículo 20 del CGP, en concordancia con los fueros 

contemplados en el artículo 28 ibídem”. Sin embargo, para el apelante el 

Juzgado de primer grado carece de competencia para conocer y resolver el 

asunto porque tanto el domicilio contractual de la ejecutante como el suyo se 

encuentran en la ciudad de Bogotá D.C., como quiera que en Medellín no tiene 

ningún arraigo laboral o residencial, muy a pesar de lo cual en ningún 

apartado de la sentencia se hizo valoración al respecto. 

 

SEGUNDO: “respecto del cobro de lo no debido y la prescripción de la 

obligación” aseguró el apelante que la ejecutada es la obligación incorporada 

en el pagaré número 24119, cuyo antecedente es un crédito de libranza que 

tomó en el año 2008 y sobre el cual no existe prueba de refinanciación, 

novación o cualquier otra forma de “actualización de las obligaciones”, por lo 

cual naturalmente operó el fenómeno de la prescripción en tanto que “de 
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manera torticera el ejecutante desconoció al llenar los espacios en blanco del 

pagaré haciendo caso omiso a las verdaderas fechas que acompañan al 

negocio jurídico celebrado en la modalidad de crédito por libranza en el año 

2008. En efecto, el pagaré en blanco que firmé al momento de obtener el 

crédito por libranza … julio 25 de 2008 fue llenado por la ejecutante el 4 de 

noviembre de 2014 … pagadera en una cuota el día 01 de abril de 2018 ” 

(escrito reparos). 

 

Esos datos del pagaré, además, no coinciden con la certificación de saldo 

número 002031 expedida por la ejecutante el 13 de septiembre de 2012, pues 

allí claramente se certifica que el saldo a pagar en esa fecha era de 

$83.022.325, tal y como lo puso de presente en su solicitud de “falsedad” 

contenida en los escritos del 13,17 y 27 de febrero de 2020. Además, la parte 

demandante omitió certificar los pagos realizados en los años 2012,2013 y 

2014 vía descuentos de nómina pensional por valor de $48.750.000. 

 

Agregó en este punto que para noviembre de 2014 la demandante tenía su 

domicilio en Bogotá y no en Medellín, por lo que se “se desdibujan de manera 

grosera la carta de instrucciones y el pagaré”, lo que de aunarse los 

descuentos que se han realizado por virtud de las medidas cautelares 

alcanzaría para cesar la ejecución y “archivar el proceso”. 

 

DE LA SUSTENTACIÓN EN ESTA INSTANCIA (DECRETO 806 DE 2020) 

 

El recurso de apelación fue admitido mediante auto fechado el 13 de 

diciembre de 2021. Dentro del término a que se refiere el artículo 14 del 

decreto 806 de 2020, no se allegó memorial alguno y la parte no apelante 

también guardó silencio. 

 

PROBLEMAS JURÍDICOS 

 

De acuerdo con lo decidido y argumentado por el juzgador de Primer Grado, 

y teniendo en cuenta los reproches del apelante, de la siguiente manera 

pueden plantearse los problemas jurídicos que debe abordar la Sala en esta 

ocasión:  

 

¿en realidad debió cesar la ejecución por estar probada las excepciones 

denominadas “cobro de lo no debido” y “prescripción”, como lo alega el 
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apelante? o, por el contrario, como lo concluyó el señor Juez, ¿debe 

ordenarse la prosecución por estar reunidos los presupuestos para ello? 

 

Responder ese problema, para efectos de precisión, implica determinar 

 

 ¿prescribió en este caso la acción cambiaria? 

 

¿cuáles son las diferencias sustanciales entre el indebido llenado y la 

alteración del contenido? 

 

Agotado el trámite correspondiente al recurso, corre la oportunidad de 

resolverlo y a ello se procede con base en las siguientes, 

 

CONSIDERACIONES  

 

1. De la prescripción de la acción cambiaria 

 

Establece el artículo 1625 del C.C. diferentes modos de extinguir las 

obligaciones, entre los cuales se enlista la prescripción. Concordante con lo 

anterior, el artículo 2512 ibídem señala que la prescripción es tanto un modo 

de adquirir las cosas ajenas, como una forma de extinguir las acciones o 

derechos ajenos, por haberse poseído aquellas y no haberse ejercido tales 

acciones y derechos durante cierto “lapso de tiempo” (sic). 

 

Por su parte, establece el artículo 2535 de ese mismo Código que la 

prescripción que extingue las acciones y derechos ajenos exige solamente el 

paso de cierto tiempo durante el cual no se hayan ejercido las respectivas 

acciones. Señala también esta norma que “(S)e cuenta el tiempo desde que 

la obligación se haya hecho exigible”. A su vez, dispone el artículo 789 del 

C.Co. que la acción cambiaria prescribe en 3 años a partir del día del 

vencimiento. Día del vencimiento que no es otro distinto a aquel en que la 

obligación se ha hecho exigible. De suerte que el hito a partir del cual corre 

el término de prescripción extintiva de una acción es, simple y llanamente, la 

fecha de exigibilidad de la obligación, precisamente porque es a partir de allí 

que se puede ejercer la acción para su cobro compulsivo, pues no puede 

accionarse antes de que la obligación se haya hecho exigible (bien porque no 

estaba sometida a plazo o condición, ora por el cumplimiento de estos, ya por 

aplicación de la cláusula aceleratoria de la exigibilidad). 
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Por manera que es la exigibilidad la circunstancia que echa a correr el término 

prescriptivo aunque, no sobra decirlo, en obligaciones a plazo, por regla 

general exigibilidad y mora coinciden. Porque así es, establece el artículo 1608 

del C.C. que el deudor está en mora, entre otros eventos, “(C)uando no se ha 

cumplido la obligación dentro del término estipulado, salvo que la ley, en 

casos especiales, exija que se requiera al deudor para constituirlo en mora” 

 

En concordancia con las disposiciones que vienen de citarse, el artículo 422 

del C.G.P., al cual de alguna manera remite el art. 793 del C.Co., señala que 

pueden demandarse ejecutivamente “(L)as obligaciones expresas, claras y 

exigibles (….)” 

 

En conclusión, para la Sala no existe entonces la menor duda de que el 

momento a partir del cual corre el término de prescripción extintiva de una 

acción o derecho, no es otro que el de la exigibilidad de este, exigibilidad que 

estará determinada bien porque se trate de obligación pura y simple, esto es, 

no sometida a plazo o condición, ya porque estándolo  se agotó el primero o 

se cumplió la segunda, ora porque a pesar de no haberse agotado aquél, el 

acreedor decida hacer uso de una cláusula aceleratoria. 

 

2. De la excepción fundada en el indebido llenado del título y su 

diferencia con la alteración. 

 

Prescribe el artículo 622 del Código de Comercio lo siguiente: 

 

“(S)i en el título se dejan espacios en blanco cualquier tenedor legítimo 

podrá llenarlos, conforme a las instrucciones del suscriptor que los haya 

dejado, antes de presentar el título para el ejercicio del derecho que en 

él se incorpora. 

 

Una firma puesta sobre un papel en blanco, entregado por el firmante 

para convertirlo en un título-valor, dará al tenedor el derecho de llenarlo. 

Para que el título, una vez completado, pueda hacerse valer contra 

cualquiera de los que en él han intervenido antes de completarse, deberá 

ser llenado estrictamente de acuerdo con la autorización dada para ello. 

 

Si un título de esta clase es negociado, después de llenado, a favor de 

un tenedor de buena fe exenta de culpa, será válido y efectivo para dicho 
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tenedor y éste podrá hacerlo valer como si se hubiera llenado de acuerdo 

con las autorizaciones dadas.” 

 

Al respecto de tal norma, ha señalado la Corte Suprema de Justicia, actuando 

como Juez de tutela: 

 

“los títulos valores han de ser por sí mismos suficientes – per se stante 

-, sin que para su cabal estructuración, aparte de los requisitos mínimos 

que la ley exige, sea dable a los particulares  ad libitum añadir  uno o 

varios diferentes a aquéllos, como tampoco es posible, de faltar,  

completarlos por medio de otro u otros documentos que los vengan a 

configurar, verbi gratia,  con carta de instrucciones, contratos o 

transacciones precedentes, pues, valga insistir, no se requiere nada 

más que la cumplida concurrencia de los requisitos en estrictez 

necesarios contemplados por el legislador1”. 

 

Agrega la Corte que:  

 

“si una vez presentado un título valor, conforme a los requisitos mínimos 

de orden formal señalados en el Código de Comercio para cada especie, 

el deudor invoca una de las hipótesis previstas en la norma mencionada 

le incumbe doble carga probatoria: en primer lugar, establecer que 

realmente fue firmado con espacios en blanco; y, en segundo, evidenciar 

que se llenó de manera distinta al pacto convenido con el tenedor del 

título”2. 

 

Luego, resulta imperiosa la obligación de la parte demandada, consistente en 

probar que el título valor fue creado con espacios en blanco y que este no fue 

llenado conforme a las instrucciones dadas al momento de su suscripción. 

 

Finalmente, importa precisar que son cosas diferentes la alteración del texto 

del título –referida por el artículo 631 C.Co- y el llenado abusivo de los 

espacios dejados en blanco a que se refiere el art. 622 ib. A tal punto es así 

que tratándose de aquél “los signatarios anteriores se obligan conforme al 

texto original y los posteriores conforme al alterado” y la respectiva excepción 

 
1 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil. Sentencia del 30 de junio de 2009.  Rad. 

1100102030002009-01044-00. M.P. César Julio Valencia Copete. 
2 Ibídem.  
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se contempla bajo el numeral 5º del art. 784; al paso que el llenado abusivo 

hace referencia a ocupar los espacios dejados en blanco, con desapego de las 

instrucciones del suscriptor que los dejó, lo que conlleva imposibilidad de 

hacerlo valer contra quienes intervinieron antes de completarse.  

 

Ahora, con respecto a la ubicación normativa de la integración abusiva del 

título valor entre las excepciones cambiarias del artículo 784 del C. Co., 

diferentes criterios se han sostenido, acogiendo la Sala el pregonado por la 

Corte Suprema de Justicia que lo ha enmarcado dentro de las excepciones del 

numeral 12 del artículo 784 del C. de Co, es decir, las derivadas del negocio 

jurídico que dio origen a la creación o transferencia del título contra el 

demandante que haya sido parte en el respectivo negocio o contra cualquier 

otro demandante que no sea tenedor de buena fe exenta de culpa3. 

 

CASO CONCRETO  

 

Precisión preliminar sobre la sustentación del recurso de apelación 

 

Está claro que los reparos concretos que deben presentarse ante el a-quo en 

la oportunidad prevista por el artículo 322 numeral 3- segundo inciso C.G.P 

son sólo eso: reparos, sobre los cuales ha de versar la posterior sustentación. 

Por tanto, la sustentación es el siguiente paso que debe seguirse para el cabal 

trámite del recurso de apelación en materia de sentencias, la cual, por 

mandato legal, tiene que surtirse en principio ante el superior, debiéndose 

precisar además que consiste en ampliar, extender, ensanchar, explicar, 

perfeccionar, esclarecer, en fin, desarrollar los argumentos expuestos ante 

el a-quo, sin desbordar los reparos concretos señalados en oportunidad, que 

por demás tienen que referirse, obviamente, a lo que constituyó el sustento 

de la decisión atacada.  Y es esa disertación así hecha ante el superior, lo que 

otorga a la vez que define la competencia de este para decidir, conforme al 

artículo 328, que tampoco fue modificado por el citado decreto 806. 

 

Empero, lo anterior debe entenderse en armonía con lo considerado por la 

Corte en la sentencia STC5569-2021 del 19 de mayo de 20214, en la que 

recogió la postura que venía sosteniendo desde la sentencia STC3472-2021 

 
3 Sentencia de Tutela Exp. 1100102030002009-01044-00 Op.Cit. 
4 Corte Suprema de Justicia, Sala Civil. Sentencia de tutela STC5569-2021 del 19 de mayo de 2021. 
Radicado 11001-02-03-000-2021-01407-00. M.P. Aroldo Wilson Quiróz Monsalvo. 
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(7 abril, rad. 00837-00), en tanto que cuando se trata de recursos de 

apelación interpuestos y tramitados en vigencia del decreto 806, la mayoría 

de los Honorables Magistrados que integran esa Corporación consideró lo 

siguiente: 

 

“en vigencia del Código General del Proceso, declarar desierta la 

apelación cuando la parte recurrente deja de asistir ante el ad-quem a 

sustentarla, tiene fundamento exclusivo en el sistema de oralidad que 

gobierna el comentado estatuto (criterio respaldado por la Corte 

Constitucional en SU-418/19), al devenir improbable la sustitución de 

las intervenciones orales por escritas; sin que, por obvios motivos, 

tal razonamiento tenga cabida cuando en el rito respectivo 

prevalece lo escritural, como sucede con la vigencia del decreto 

806 de 2020, al estarse aquí frente a una formalidad 

innecesaria en caso de haberse sustentado desde la primera 

instancia, merced a que esta última norma, insístase, no busca velar 

por la oralidad” (negrillas fuera del texto original) 

 

Luego, cuando al momento de introducir el recurso el apelante no solo 

exprese los reparos concretos en contra de la sentencia de primera instancia, 

sino que los sustente a través de una suficiente exposición ante el a-quo, se 

abre paso para que en segunda instancia se desate la alzada porque así se 

cumpliría la carga de que trata el inciso final del artículo 327 del C.G.P, ahora 

en armonía con el entendimiento jurisprudencial de lo preceptuado por el 

artículo 14 del decreto 806 de 2020. Lo anterior naturalmente se cumple en 

este caso porque el apelante no sólo precisó los reparos que le hacía a la 

sentencia de primer grado, sino que los sustentó a través de una suficiente 

exposición escrita, por lo cual la Sala estima procedente entrar en el estudio 

de fondo del recurso, muy a pesar de que ningún memorial se radicó para 

efectos de sustentarlo ante el Tribunal. 

 

PRIMER REPARO 

 

El presente consiste en que para el apelante el Juzgado de primera instancia 

carecía de competencia para conocer del asunto, en la medida que su 

domicilio está en la ciudad de Bogotá D.C. Sin embargo, el demandado no 

hizo uso de la prerrogativa contenida en el artículo 442 del C.G.P, según el 

cual “(E)l beneficio de excusión y los hechos que configuren excepciones 
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previas deberán alegarse mediante reposición contra el mandamiento de 

pago”. Además, si bien lo anterior es suficiente para que se prorrogue la 

competencia, la demandante determinó esta por ser Medellín el lugar de 

cumplimiento de la obligación, haciendo uso del precepto contenido en el 

artículo 28.3 del C.G.P (fl. 15 pdf 01) y en atención a que en el cuerpo del 

pagaré base de recaudo se pactó Medellín como el lugar de cumplimiento de 

la obligación. 

 

SEGUNDO REPARO 

 

El presente reparo debe dividirse en tres temas que fueron confundidos por 

el apelante en un solo embate, pero en realidad tienen entidades propias que 

ameritan un análisis individual. Se trata de: i) prescripción de la acción 

cambiaria; ii) indebido llenado de los espacios en blanco del título valor; iii) 

cobro de lo no debido o pago parcial de la obligación. 

 

Valga precisar, en todo caso, que la defensa del demandado no ha tenido la 

claridad suficiente desde el inicio de su comparecencia al proceso, al punto 

que se encuentra diseminada en varios escritos que radicó a lo largo del 

término de traslado de la demanda, bajo nominaciones como “derecho de 

petición”, “acceso a la administración de justicia”, “control de legalidad” y, en 

fin, a través de pronunciamientos que dificultan de manera importante la 

comprensión de su oposición. 

 

Obviamente debe comenzar la Sala por abordar lo relativo a la prescripción, 

pues de resultar próspera la apelación en ese punto naturalmente no habría 

lugar a consideración adicional. Al respecto, se observa que el título valor base 

de la ejecución tiene como fecha de vencimiento el 1º de abril de 2018, 

mientras que la demanda fue presentada el 20 de mayo de ese año y el 

demandado se notificó personalmente el 14 de noviembre de 2020 (fl. 65 pdf. 

01), por lo cual ningún esfuerzo debe hacerse para concluir que no 

transcurrieron los tres años de que trata el artículo 789 del Código de 

Comercio. 

 

Cosa diferente es que para el demandado el término prescriptivo debe 

contarse desde el año 2008, punto que entremezcla ya con el supuesto 

indebido llenado del título, y para lo cual alega que en realidad el crédito 

contenido en el pagaré tiene origen en una “libranza” que tomó con la 
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Cooperativa en el año 2008. Sin embargo, la Sala nota que a folio 11 y 12 

obra el pagaré base de ejecución con su respectiva carta de instrucciones, 

ambos creados el 4 de abril de 2014 y, en el caso del pagaré, con vencimiento 

el 1º de abril de 2018, en contra de lo cual el actor no aportó prueba alguna 

más allá de sus afirmaciones, salvo por los documentos adosados con su 

contestación. 

 

En esos documentos obra una certificación de saldo de la que pretende el 

demandado servirse para fundar un supuesto indebido llenado del título, pero 

allí simplemente se certifica que para el 20 de septiembre de 2012 el 

demandado debía a la Cooperativa ejecutante $83.022.325,oo (fl. 77 pdf. 01). 

Además, en los documentos siguientes se observa que entre enero y 

diciembre de 2012 le fueron descontados $12.000.000 que fueron transferidos 

a la demandante, entre enero y diciembre de 2013 esa suma ascendió a 

$27.000.000 y en 2014 a $7.750.000. Los demás comprobantes emanados de 

Colpensiones dan cuenta ya del embargo decretado para este proceso. 

 

La ejecutante, por su parte, replicó esa postura del ejecutado alegando que 

entre todas las relaciones sostenidas con el demandante, siendo naturalmente 

la aquí ejecutada una de ellas, se presentó una “refinanciación” que 

finalmente se reflejó en el pagaré base de la demanda, situación esa que si 

bien para el demandado carece de prueba, realmente resulta estar contenida 

en la literalidad del pagaré en contra de la cual era el demandado quien tenía 

la carga de probar los hechos que a su juicio desdicen del tenor literal 

contenido en el documento. 

 

Luego, el demandado para sustentar la defensa que nominó “cobro de lo no 

debido” aportó simple y llanamente la constancia sobre las cuotas que debía 

pagar con ocasión de la “libranza”, mismas que naturalmente hacen parte de 

la ejecución normal del crédito y en todo caso son anteriores a las fechas de 

creación (en el caso de las cuotas pagadas con anterioridad a abril de 2014) 

y vencimiento del título valor que soporta las pretensiones. Entonces, si su 

alegación consiste en que el cartular no refleja la realidad del negocio, como 

se consideró en la regla de derecho de esta providencia, lo que correspondía 

era sacar adelante la doble carga probatoria consistente en probar que el 

pagaré realmente fue firmado con espacios en blanco, lo cual no se discute y, 

en segundo, que se llenó de manera distinta al pacto convenido. En cambio, 
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su defensa se basa simplemente en afirmaciones sin ningún soporte 

probatorio que las respalde. 

 

Por lo demás, el hecho de que la entidad demandante hubiera cambiado su 

domicilio de Bogotá a Medellín realmente es irrelevante para los efectos del 

presente proceso. Lo anterior, porque en procesos de este cariz lo buscado 

es la satisfacción de la obligación insoluta, por lo cual tales asuntos apenas 

circunstanciales no tienen profundidad alguna para truncar la ejecución. 

 

DECISIÓN 

 

La Sala Cuarta de Decisión Civil del Tribunal Superior del Distrito Judicial de 

Medellín, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por 

autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia de procedencia y fecha 

indicadas.  Sin costas en esta instancia por no aparecer causadas.  

 

Devuélvase el expediente a su origen 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 

  

 

PIEDAD CECILIA VÉLEZ GAVIRIA 

MAGISTRADA  

 

Con ausencia médica justificada 

JUAN CARLOS SOSA LONDOÑO 
MAGISTRADO 
 
 
 
 
 
 
                
 
 
JULIÁN VALENCIA CASTAÑO 
MAGISTRADO 
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